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			A María, Kiko, Claudia, Marisa… 
Y a todas las demás personas que llevo en el corazón 




			



			




	    


	 	

	    

            



			 




			
INTRODUCCIÓN 




			



			 




			El edificio del modelo de Estado construido ladrillo a ladrillo en los últimos 33 años parece aquejado de aluminosis, lo que ha puesto al descubierto la severa crisis económica que España ha importado con sus peculiaridades desde 2007. Algunas voces apuestan por reformar la Constitución para poner fronteras a uno de los sistemas más descentralizados del mundo. Otras, en cambio, defienden una especie de huida hacia delante, como si nada hubiera cambiado. Sin embargo, la escasez de recursos evidencia la necesidad de frenar una patología que se exterioriza a través de un apetito voraz, una fiebre que ha padecido buena parte de las 17 comunidades en su afán por absorber más y más competencias dentro de una inercia de gasto desenfrenado. 




			El primer boceto de lo que hoy conocemos como Estado de las autonomías se obtuvo en 1977, un año antes de aprobarse la Constitución, cuando se restableció de forma provisional la Generalitat catalana con el regreso de Josep Tarradellas a España tras las primeras elecciones que auparon a Adolfo Suárez al Gobierno. El mapa preautonómico que se alumbró entonces ya tenía en cuenta las singularidades de Galicia, el País Valenciano, Aragón, Canarias, Andalucía, las dos Castillas, Baleares, Asturias, Murcia, Navarra y Extremadura. La Rioja y Asturias se desgajaron de Castilla y León para formar comunidades uniprovinciales y Madrid hizo otro tanto con Castilla-La Mancha. Una vez aprobada la Constitución, Cataluña, el País Vasco y Galicia fueron las primeras en dar el paso de elaborar sus nuevos Estatutos de autonomía entre 1979 y 1981, tras los correspondientes referendos. La Carta Magna estableció las diferencias entre nacionalidades y regiones sin identificar las comunidades a inscribir en cada categoría, lo que originó con posterioridad reformas estatutarias de diferente calado. 




			Algunos hitos importantes de entonces en la construcción del actual modelo hay que situarlos en la aprobación de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA), en 1980, en los pactos surgidos un año más tarde que engendraron la ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico (LOAPA) y en la creación, cuatro años después, del Fondo de Compensación Interterritorial. Dentro de todo el periodo hay que destacar también la culminación del proceso de transferencias educativas, en 2000, y sanitarias, en 2001.  




			Desde el arranque del modelo, las comunidades habían tomado ya dos caminos, el de la vía lenta guiado por el artículo 143 de la Constitución, que siguieron todos los territorios a excepción de Cataluña, Galicia y el País Vasco, y el de la vía especial, regulado a través del artículo 151, que emprendieron estas tres comunidades históricas con el concurso también de Andalucía. El referéndum celebrado en este último territorio en febrero de 1981 supuso un antes y un después en un proceso que luego estuvo jalonado por los acuerdos autonómicos de 1992, por la reforma un tanto desordenada de los estatutos de vía lenta, por el intento frustrado del nacionalismo vasco de acceder a la independencia a través de «plan Ibarretxe» (2005) y por la polémica con la que nació y prosperó la reforma del Estatuto catalán a partir de 2006, tras un intrincado tránsito por el Tribunal Constitucional. Todo este proceso ha estado marcado por tres grandes etapas que van desde el nacimiento de las preautonomías y la aprobación de la Carta Magna hasta la consulta andaluza, desde 1981 hasta los acuerdos autonómicos de 1992, y desde entonces hasta el alumbramiento del nuevo Estatuto catalán y de lo que se han calificado como Estatutos de segunda generación. 




			



			 




			La inercia que ha imperado en los últimos 33 años en este recorrido ha desvelado que los padres de la Constitución se quedaron cortos en la definición de las competencias exclusivas del Estado, una fuente de conflicto permanente que ha contribuido a adelgazar de manera progresiva la Administración central, a través de los procedimientos de transferencia y de delegación previstos en la propia Carta Magna, en muchas ocasiones aplicados al albur de las mayorías parlamentarias que han operado en cada etapa política. 




			Siete autonomías —Cataluña, Baleares, Andalucía, Aragón, Castilla y León, Extremadura y la valenciana— modificaron sus Estatutos entre 2006 y 2010. En la lista de espera se mantienen con diferente apremio Castilla-La Mancha, Canarias, Galicia, el País Vasco, Madrid, Navarra, Murcia, La Rioja, Asturias y Cantabria. En unos casos, las disputas por el agua, en otros, el desencuentro identitario o la falta de iniciativa, han influido en el retraso de unas reformas que, cuando emerjan, van a encontrar dificultades para estar bajo el influjo de un proceso de armonización coherente y de una institución multilateral que imponga una mayor racionalidad en el funcionamiento de las administraciones regionales. Esta función le correspondería al Senado. 




			Sobre el papel, las competencias exclusivas del Estado que marca la Constitución serían las que atañen a la defensa y a la seguridad nacional, las relaciones internacionales, las políticas de extranjería y el derecho de asilo, la Justicia, la legislación mercantil, penal, laboral y penitenciaria, el régimen aduanero y arancelario, el sistema monetario, la Hacienda general y la deuda pública, el régimen económico de la Seguridad Social, los ferrocarriles y transportes terrestres, la legislación hidráulica, las obras públicas de interés general o la autorización de consultas populares, entre otras muchas. Sin embargo, la definición de estas competencias es tan ambigua que ha abierto un enorme boquete por el que se ha colado una considerable madeja legislativa —alrededor de cinco mil normas— promovida por los 17 Parlamentos autonómicos desde que comenzaron a constituirse en la década de los ochenta del siglo pasado. 




			El tablero se complica si tenemos en cuenta que el modelo de financiación autonómica es cuestionado en sus principales parámetros cada cinco años, periodo tras el cual algunos territorios aspiran a reinventar los criterios de distribución de fondos y, algunos de ellos, a tomar como referencia el Concierto Económico, un régimen especial amparado por la Constitución que se aplica en el País Vasco y en Navarra. Básicamente, consiste en una regulación de las relaciones financieras entre el Estado y la comunidad foral que permite a esta disfrutar de plena autonomía en la gestión de sus recursos y en la recaudación de los impuestos. Para ello, rige un sistema de cupo por el que anualmente devuelve a las arcas estatales lo que supuestamente el Gobierno central ha invertido en esta comunidad por los servicios no transferidos, fundamentalmente relacionados con la defensa y la política exterior. 




			Gracias al blindaje de este régimen especial, fuente de no pocos agravios comparativos, en la negociación presupuestaria de 2010, las normas fiscales vascas han quedado equiparadas al resto de las leyes autonómicas de naturaleza tributaria, con lo que no podrán ser recurridas a los tribunales ordinarios, tan solo ante el Constitucional, a cuyo frente acaba de auparse, para sosiego del Partido Socialista (PSOE), Pascual Sala, un magistrado conciliador con la España plural en su más amplio sentido. 




			Es indudable que el Concierto Económico da a las comunidades forales un margen financiero mucho mayor que al resto de los territorios, pero en su negociación pesaron las previsiones del Estatuto de Guernica, que se intentaron compatibilizar en su día con el principio de justicia y equilibrio económico que establece la Constitución entre las diferentes regiones. Cataluña rechazó en 1978 este modelo porque no le salían las cuentas, pero ahora ha retomado esta reivindicación tras el acceso a la Generalitat de Artur Mas. Tanto es así que esta administración tiene pendiente negociar con el Ejecutivo central unas nuevas reglas de juego que le podrían llevar a decidir el tipo de impuestos y la recaudación de su sistema tributario, fijando el Gobierno autonómico los niveles de solidaridad que considere oportunos con el resto del Estado. El objetivo es reducir las diferencias entre lo que Cataluña aporta y lo que recibe, ecuación que los nacionalistas catalanes consideran que no está resuelta en la reciente reforma estatutaria ni tampoco a través del intenso proceso de descentralización promovido en las tres últimas décadas, que ha supuesto la cesión parcial o total a las comunidades de tributos como el IRPF, el IVA, Sucesiones e impuestos especiales, entre otras figuras impositivas. 




			



			 




			En la crisis económica tan grave que castiga a España desde hace casi cuatro años, el anhelo de las regiones por acaparar nuevas competencias ha chocado con sus dificultades para financiarlas, foto que se refleja en una deuda superior a los 115.000 millones de euros. En estas circunstancias, la aluminosis se ha revelado en toda su dimensión poniendo a prueba las vigas del edificio autonómico una vez que las propias comunidades corren el riesgo de perder las propiedades con las que fueron concebidas, fundamentalmente la de suministrar mejores servicios al ciudadano. La falta de recursos de las administraciones regionales, agravada por la suspensión de pagos virtual que castiga a cientos de ayuntamientos, ha hecho más porosa la estructura en la que se asientan muchas de las comunidades que afrontan elecciones el próximo 22 de mayo. 




			En la actualidad, la mayoría de los gobiernos regionales ya ejercen amplias competencias en sanidad, educación, justicia, comercio, urbanismo, medio ambiente, policía, agricultura, ganadería, pesca e, incluso, políticas activas de empleo, ámbito este último recién incorporado al catálogo de atribuciones gracias a la presión ejercida por el Partido Nacionalista Vasco sobre el Gobierno en la última negociación presupuestaria. En realidad, esta tuerca que no para de girar sobre un tornillo que parece no tener fin solo se ha detenido con cierta firmeza cuando ha surgido desde el País Vasco o Cataluña la aspiración a ejercer el derecho de autodeterminación o a romper la caja única de la Seguridad Social, el cofre desde el que se reparten las pensiones a partir de las aportaciones que realizan mensualmente empresarios y trabajadores. Es entonces cuando se han disparado a tiempo las alarmas, aunque también despertaron a algunos sectores políticos cuando Cataluña incorporó al preámbulo de su Estatuto el término nación o cuando amplió su campo competencial a la regulación de la inmigración, a la gestión de la red ferroviaria o a la exclusividad en la aprobación de medidas de protección social. Esta reforma estatutaria tan polémica, matizada por el Constitucional solo en los aspectos identitarios, también ha servido para dar una dimensión más amplia a la cesión del IRPF, el IVA y los impuestos especiales, así como a la gestión, recaudación, liquidación e inspección de estos tributos a través de una agencia tributaria propia asociada a la del Estado. El Partido Popular (PP), el Defensor del Pueblo y la Comunidad Valenciana, junto a las de Murcia, Baleares, Aragón y La Rioja, recurrieron este Estatuto y, en junio del año pasado, el Constitucional dictaba una sentencia que salva todos los traspasos de competencias. 




			Desde que José Luis Rodríguez Zapatero apadrinó de forma pública y entusiasta el Estatuto aprobado por el Parlamento catalán, el objetivo de cerrar el diseño del Estado autonómico se vino abajo y abrió un caudal de incertidumbre sobre el futuro territorial de España en un momento en el que se combinan no pocas paradojas. Cataluña disfruta del mayor nivel de autogobierno de su historia moderna, buena parte de las comunidades se ha prestado a tomarla como referencia y la totalidad de ellas atraviesa una situación financiera tan delicada que, si no aciertan a gestionarla de forma razonable, se arriesgan a disparar la desafección ciudadana hacia un modelo de Estado que, bueno es reconocerlo, desborda contradicciones, duplicidades y gastos superfluos. 




			La cura urgente que necesita el Estado autonómico como consecuencia de la austeridad a la que obligan el alto déficit y endeudamiento de la mayoría de los territorios vamos a vivirla en directo en toda su crudeza después de las elecciones del 22 de mayo, cita que probablemente marque un antes y un después en el reparto del poder territorial y en muchos usos y costumbres habituales hasta ahora en la esfera regional y municipal. La senda de dolorosos ajustes por la que ha empezado a transitar Cataluña, con las urnas ya despejadas, puede servirnos de pequeño anticipo de lo que está por llegar en el resto de España. Una de las fibras más sensibles, la atención sanitaria, va a sufrir en esta comunidad recortes tan drásticos que se van a ver afectadas las listas de espera en quirófano y otros servicios básicos que parecían intocables. Es solo un pequeño aperitivo de lo que se avecina en buena parte de las regiones españolas, prestas a apretarse el cinturón después de bajar de una nube artificial que nos había hecho creer a todos que éramos ricos. La frontera de los cinco millones de parados obliga a despertar del sueño, porque hay ciudadanos que atraviesan serias dificultades y no están ni para bromas ni para privilegios. 




			Si el presente autonómico es todo menos tranquilizador —presupuesto de 175.000 millones de euros, deuda de 115.000, alrededor del 10% del PIB, 1.800.000 asalariados, medio millón más que hace cinco años, y un gasto en personal que supera los 60.000 millones de euros—, la escena municipal tampoco induce al sosiego. Con una deuda de 35.000 millones de euros, hace tiempo que los ayuntamientos han abandonado la pretensión de asumir nuevas competencias, pues muchas de las que están desempeñando sin la suficiente cobertura financiera —atención a los inmigrantes, políticas de empleo, becas de guardería, campamentos infantiles de verano y un largo etcétera— les han conducido a la completa ruina. No pocos de ellos han arrojado por el sumidero de las obras inútiles parte de los 13.000 millones que el Gobierno de Zapatero les regaló para su plan de choque contra el paro. 




			Los principales partidos políticos tienen ahora a su alcance el aprovechamiento de las oportunidades que ofrece la crisis económica para fortalecer las deterioradas vigas del modelo autonómico alumbrado hace más de tres décadas. Sería una irresponsabilidad distraerse un solo minuto después del 22 de mayo con el pretexto de la proximidad de las elecciones generales, máxime cuando la propia izquierda ideológica ha penetrado ya en el debate de la reforma constitucional y en la reconsideración de muchos de los supuestos que se dieron como inamovibles al inicio de la Transición. A fin de cuentas, no pocos intelectuales coinciden en que un Estado jacobino no tiene por qué ser más o menos democrático que un Estado federal. La discusión está más abierta que nunca. 
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LA ESPAÑA MANIRROTA 




			



			 




			Cada vez es más evidente que el Estatuto catalán y su desarrollo están configurando, lamentablemente, el guión de buena parte de las comunidades autónomas, después de que el sentido común llevara en 2005 a las principales fuerzas políticas a frenar en Madrid el plan soberanista de Juan José Ibarretxe, el lehendakari que ha escrito una de las páginas más oscuras en la historia reciente del nacionalismo vasco. Quizá convenga recordar que la reforma del Estatuto catalán fue aprobada en junio de 2006 por una mayoría rotunda, de casi el 74%, pero con un índice de participación electoral inferior al 50%. Con la referencia de una reforma estatutaria como la catalana, que el Tribunal Constitucional que presidió María Emilia Casas tuvo en el cajón de las desdichas durante casi cuatro años y que ha abierto un panorama lleno de incertidumbres, ha llegado el momento de gestionar el peor ciclo de una crisis con tan alto grado de complejidad que debería obligar a las comunidades autónomas a hacer más con menos, teniendo en cuenta que manejan el 36% del gasto público. 




			Es obvio que España ya no se reduce solo al País Vasco, Cataluña y Madrid. Hay otros territorios que concentran la atención igual o más, por sus dificultades financieras y los contrastes a los que estas obligan. Extremadura, por ejemplo, ya ha empezado a pagar con retraso las ayudas por hijos, mientras se ha gastado un buen dinero en financiar campañas como la titulada «El placer está en tus manos», en la que se explica a los jóvenes de la región el autodescubrimiento del gozo. Con más de 122.000 parados, el Gobierno extremeño consideró pertinente financiar esta campaña con el objetivo de «construir espacios de intercambio y participación en los que se aborden las preocupaciones y las angustias de los jóvenes sobre su sexualidad». En este objetivo se han enterrado 14.000 euros. 




			No es, ni muchos menos, la única experiencia singular de gasto controvertido. En Baleares, consta que en el año 2009 se produjo una inversión de 300.000 euros en la edición de un cómic y varios cuadernos didácticos para promocionar la causa palestina, que llegó a causar roces con la embajada de Israel. La motivación fue sencilla y consistía en concienciar a la sociedad balear sobre el conflicto palestino-israelí y la necesidad de cooperar y trabajar por la paz. El dinero no habría caído en saco roto si, por lo menos, el cómic hubiera anticipado de alguna forma —o arrojado alguna luz sobre— la explosión que estamos conociendo estos días en el mundo árabe a partir, sencillamente, de la descripción de su modo de vida o del hartazgo que produce en una juventud que, precisamente, ha sido la palanca de la que podría considerarse en términos históricos, por su importancia, como la primera gran revolución del siglo XXI, comparable por sus efectos a una segunda caída del Muro de Berlín. 




			Los ejemplos del malgasto son múltiples. Basta con analizar la liposucción decidida por Artur Mas en Cataluña para cauterizar las heridas heredadas del tripartito que presidió José Montilla para hacerse una idea aproximada de la grasa que ha impedido y sigue obstaculizando el normal funcionamiento de buena parte de las comunidades autónomas, algunas de ellas a punto de pasar a la unidad de cuidados intensivos con respiración asistida, a pesar de las nuevas autorizaciones facturadas por Zapatero para que refinancien su deuda. 




			Algunas de las denuncias efectuadas por los partidos de oposición en los territorios donde aspiran a gobernar tras las elecciones del próximo 22 de mayo, sujetas, por tanto, a las oportunas cautelas y a las lógicas matizaciones de los señalados, sirven para hacernos una idea de la geografía del derroche. En Andalucía, por ejemplo, el Ejecutivo regional ha vuelto a ocupar el Palacio de San Telmo después de haber invertido en su rehabilitación alrededor de 50 millones de euros. En este montante van incluidos los 38.000 euros que costaron los estores y los 45.000 que se invirtieron en la cocina. En esta misma comunidad, donde la tasa de paro juvenil ronda el 50%, regiría un sistema por el cual más de medio centenar de altos cargos perciben hasta 1.300 euros mensuales en concepto de ayudas para vivienda y traslado de residencia. Llama también la atención, por el magnífico negocio que podría estar suponiendo para las compañías telefónicas, la existencia de casi 40.000 móviles financiados con dinero público de los que se servirían uno de cada seis empleados dependientes de la Junta, además de los tres centenares de coches de gama alta puestos al ralentí para uso y disfrute de sus altos cargos. 




			La cadena del dispendio en Andalucía se ha visto multiplicada tras conocerse los casi 700 millones de euros desviados a las cuentas de falsos empleados públicos que se han beneficiado de unas prejubilaciones de lujo, en la actualidad investigadas por los tribunales de justicia. Casi un centenar de personas se han visto implicadas en falsos expedientes de regulación de empleo bajo la cobertura de una presunta malversación de caudales públicos ante la que el gobierno regional no habría ejercido control alguno. Más que de despilfarro, aquí habría que hablar de corrupción pura y dura y de un proceso de enfrentamiento interno en las filas del PSOE regional que anticipa nuevos y sabrosos capítulos. 




			En Murcia, gobernada por el PP, la flota de vehículos oficiales supera el millar, y el gasto anual en alquileres ha subido casi un 30% entre 2007 y 2009. Hay problemas, como en otros territorios, para pagar a los proveedores, y la oposición socialista considera un derroche para una comunidad tan pequeña los desembolsos millonarios efectuados en la cresta de la crisis para campañas publicitarias como la de «Murcia No Typical», el festival musical SOS o la bienal de arte Manifesta, a los que se han sumado los conciertos organizados por la televisión regional. En Cáceres, otro ejemplo, se han pagado en plena crisis 300.000 euros por un concierto de Juanes y hasta 750.000 por el llamado Festival del Oeste. 




			Hay candidatos municipales, como el del PP a la alcaldía pontevedresa de Cotobarde, que han hecho de la denuncia de la dilapidación del dinero su bandera contra el gobierno local. Jorge Cubela, de 21 años, considera todo un exceso que los sueldos del alcalde y los dos concejales nacionalistas consuman más de 124.000 euros anuales en un pueblo que no supera los seis mil habitantes. 




			En el caso de la Comunidad Valenciana, uno de los epicentros del «caso Gürtel», llaman la atención los 600 millones de sobrecoste en que la sindicatura de cuentas ha calculado el gasto desembolsado por el Gobierno de Francisco Camps para crear la Ciudad de las Artes y las Ciencias, obra del controvertido arquitecto Santiago Calatrava. No conviene olvidar tampoco los centenares de millones de euros que se dilapidaron en Terra Mítica, un proyecto tan ambicioso que no solo comprometió recursos públicos, sino que sometió a firmas como Bancaja o la Caja de Ahorros del Mediterráneo a excesos que ahora están pagando las entidades que las han absorbido. 




			



			 




			Cataluña, Andalucía, Murcia, la Comunidad Valenciana... El derroche y las medidas que se están tomando a destiempo para intentar corregirlo van por barrios y trascienden al color político para descansar en una orgía de gasto de la que han participado en todos estos años la mayoría de las administraciones regionales. El País Vasco, con unos privilegios derivados del Concierto Económico que más adelante analizaremos, arrastra una inflación de compañías públicas, algunas de ellas dedicadas a tareas tan productivas como la comercialización de huevos. El PNV, presidido por Iñigo Urkullu, ha sido, desde la desaparición de UCD, tradicional compañero de viaje de los sucesivos Gobiernos centrales cuando estos han carecido de mayoría absoluta en Madrid, una actividad que le ha resultado muy rentable y que, en algunos casos, justo es decirlo, también ha sido muy bien gestionada por el nacionalismo. 




			El veterano diputado socialista Francisco Fernández Marugán es uno de los más fieles testigos en el Congreso de los Diputados de las exigencias que le han impuesto a su partido los nacionalistas vascos y catalanes para respaldar los sucesivos presupuestos estatales. En algunos ejercicios, las demandas han sido anecdóticas, aunque costosas para el erario público, si se tienen en cuenta, por ejemplo, las ayudas concedidas este año para la construcción del museo del Txakolí, al que se destinarán más de dos millones de euros en la localidad vizcaína de Bakio, o las subvenciones otorgadas al centenar de museos y centros de exposiciones que intentan mantener a la cultura vasca en vanguardia. Pero no sería justo derivar hacia los nacionalistas vascos culpa alguna, pues del reparto final de premios en las negociaciones presupuestarias han participado todas y cada una de las formaciones políticas cuyo respaldo les ha sido imprescindible a los Gobiernos de turno para sacar adelante las cuentas estatales anuales. Necesitado como estaba Zapatero este año de apoyos imprescindibles para poder mantener viva la legislatura, los nacionalistas vascos ocuparon transitoriamente el espacio que Artur Mas y Josep Antoni Durán i Lleida (CiU) les dejaron al calor de las elecciones catalanas, para elevar el listón de las demandas y conseguir el blindaje judicial del Concierto Vasco. 




			En otras comunidades, como Navarra, Murcia, La Rioja, Galicia, Extremadura, las dos Castillas, Aragón, Asturias, Canarias o Baleares, se han debatido en sus Parlamentos regionales presuntos escándalos que han alimentado la creciente desafección de los ciudadanos hacia sus administradores. En unos casos, protagonizados por  el PSOE, en otros por el PP, y, en ocasiones, por los dos a la vez, han asomado a los medios de comunicación ejemplos de lo que en ningún caso debería haberse hecho desde estas instancias autonómicas. El abanico es muy amplio. Hay inversiones caprichosas en aeropuertos sin futuro; los de Ciudad Real, Castellón y León son claros referentes. En este último, se han invertido más de 80 millones en una de las mejores terminales de España, mientras que muchas de las compañías privadas han rechazado el establecimiento de vuelos regulares por falta de rentabilidad. El portavoz de Fomento del PP en el Congreso de los Diputados, Andrés Ayala, ha criticado en más de una ocasión el antojo tan caro del presidente del Gobierno, natural de esta tierra, pues el año pasado apenas transitaron por este aeropuerto 80.000 viajeros, cuando ha sido concebido para una capacidad de cinco millones. Eso sí, Zapatero ha retado públicamente a buscar una ciudad europea de 140.000 habitantes con una dotación aeroportuaria tan moderna. 




			En el mismo saco del gasto desbocado cabe incluir a los palacios de Congresos, que se asemejan a los gigantescos y fríos edificios de las antiguas ciudades del Este, cuyo uso se limita en no pocas provincias a algún fin de semana perdido en el año; las promociones millonarias de eventos supuestamente culturales de muy dudosa utilidad; los sueldos vitalicios para los altos cargos cesantes o la imitación casi automática a nivel autonómico de los privilegios que rigen a escala nacional para los expresidentes del Gobierno. Hace escasos meses, los ciudadanos jubilaban en las urnas a José Montilla con un sueldo de 120.000 euros, despacho y secretaria, el mismo modelo que opera en Extremadura y en otros territorios que se sitúan a la cola en renta per cápita. 




			



			 




			Lejos de las buenas intenciones que inspiraron las ideas de los padres de la Constitución española, las autonomías han derivado desde 1978 hacia 17 parcelas de poder que han copiado las estructuras de la maquinaria central del Estado. De esta forma, operan otros tantos Parlamentos con un coste que ya supera los 400 millones de euros anuales, escoltados por una barroca arquitectura institucional y ensalada administrativa de la que cuelgan los correspondientes consejos consultivos, defensores del pueblo, tribunales de cuentas, servicios meteorológicos y boletines oficiales. La mayoría de estos últimos, ni siquiera se han reconvertido al soporte digital, como ha hecho el BOE, e imprimen casi un millón de páginas diarias para expiación de los bosques españoles. 




			Buena parte de los gobiernos regionales se han aferrado también con fruición a las ventajas que parecen obtener de la apertura de oficinas en Bruselas y en otros puntos aparentemente vitales como Nueva York, París o Londres, un deporte que dispara sus gastos de personal hasta un montante superior a los 60.000 millones de euros anuales. Estas representaciones en el exterior, alrededor de dos centenares, les cuestan a las comunidades, es decir, a los contribuyentes, más de 500 millones anuales, una cifra que podría reducirse de forma considerable mediante la contratación de alguno de los numerosos lobbies que desarrollan su trabajo en el ámbito comunitario e internacional. La externalización de servicios, una práctica ampliamente seguida en la empresa privada, debería ser ya de uso más común en múltiples facetas de la administración autonómica y local si de lo que se trata es de ahorrar costes, evitar duplicidades y cumplir con el compromiso de consolidación fiscal al que obligan las actuales reglas del mercado. Siempre, claro está, que ello suponga un beneficio para el ciudadano. 




			Algunas comunidades, como las de Madrid, Galicia y País Vasco, están por la tarea de ir en la buena dirección, y otras, como Andalucía o la Comunidad Valenciana, no tanto. Estas últimas son las que suman, junto a Cataluña, mayor número de embajadas abiertas en el extranjero. La Generalitat, que ahora preside Artur Mas, dispone de 69 oficinas de este tipo, la mayoría de las cuales tiene carácter comercial. Lejos de contener este gasto, el Gobierno catalán prevé abrir nuevas delegaciones en México y Marruecos, así como instalar una oficina permanente en Asia para aprovechar el empuje de los países emergentes, sensiblemente cuestionado por las revueltas en los países árabes. Se trata, en suma, de reproducir una especie de Ministerio de Asuntos Exteriores en la sombra con un cuerpo diplomático que pretende ir en aumento. Por el contrario, el lehendakari Patxi López ha tomado el camino de vuelta. Y aunque no descarta asomarse con embajadas propias a alguno de los países con mayor pujanza económica, ha decidido cerrar la mitad de sus delegaciones en el exterior para conseguir ahorrar casi un 40% de los gastos que la Lehendakaritza destinaba a estos menesteres. Galicia ya dio este paso con la llegada a la Xunta de Alberto Núñez Feijóo, suprimiendo sus embajadas en Buenos Aires y Montevideo. 




			De cualquier modo, la lógica dicta que no conviene demonizar la aspiración de las comunidades a abrir sus ventanas al mundo, sobre todo cuando se trata de promover en condiciones económicas razonables la internacionalización de sus empresas. En el caso de la comunidad de Madrid, se ha conseguido que la mayoría de las oficinas en el extranjero operen bajo la coordinación de una única sociedad participada por la Cámara de Comercio y la patronal regional. No estaría de más que una solución así se arbitrara a nivel nacional para evitar episodios como los que se vivieron hace unos meses, cuando Zapatero y el lehendakari Patxi López casi se topan en Qatar en busca de petrodólares, una experiencia ya vivida por el presidente del Gobierno con José Montilla, en este caso en el Japón anterior al tsunami y la catástrofe nuclear. 




			Desde el Gobierno central podría ayudarse a los ejecutivos autonómicos a contener este tipo de gastos, activando el papel de los representantes comerciales de las embajadas, bastante criticado por la mayoría de las grandes y medianas empresas españolas que han hecho de la exportación un eje fundamental de su negocio. Los propios delegados de algunas de estas compañías ejercen hoy de embajadores de España con mayor eficacia, incluso, que muchos miembros del cuerpo diplomático en activo, una circunstancia que también se reconoce en las altas instancias del Gobierno. Esta sería una dinámica que habría que cuidar, máxime teniendo en cuenta que algunas de las grandes empresas españolas que cotizan en el Ibex ya tienen en el extranjero más del 40% de su negocio. 




			A esta tendencia de buena parte de las comunidades a disponer de potentes antenas en el mundo, escudos protectores para sus altos cargos y maquinarias institucionales que, por su envergadura, no hacen sino alimentar en muchas ocasiones la bola de la burocracia, se ha sumado desde hace bastantes años la moda de tener televisiones y universidades propias donde se proyecta todo tipo de programas basura y se imparte un amplio catálogo de carreras. En estas aulas, en ocasiones, casi se ofrecen clases particulares por falta de alumnos. 




			Las televisiones regionales en esta España empobrecida por la crisis manejan un presupuesto superior a los 1.000 millones de euros anuales y arrastran en las cuentas correspondientes a 2010 un déficit cercano a los 1.500 millones. Concebidas en un principio como servicio público, buena parte de ellas ha decidido que la mejor forma de atraer a la audiencia es competir con las cadenas privadas en la emisión de programas de dudoso gusto que, en ocasiones, hacen también sombra a los que se asoman a los canales de TDT financiados por las mismas administraciones autonómicas. No es extraño que los dos grandes partidos nacionales coincidan, al menos, en la necesidad de abrir las puertas a la privatización de estas televisiones, como tampoco lo es la disponibilidad de algunos gobiernos regionales a dar este paso para evitar que una parte importante de su presupuesto se vaya por el sumidero de una propaganda que, en ocasiones, tampoco rinde sus frutos. 




			



			 




			Es lícito preguntarse por las razones que han pesado para que desde 1978, año del inicio de la andadura de la nueva estructura del Estado emanada de la Constitución, no haya sido posible corregir tanta ineficacia que complica y a veces hace imposible la vida del ciudadano hasta situaciones insoportables. Un clásico en esta literatura, el catedrático Manuel Clavero Arévalo, ya escribía en 1983, en vísperas del primer acceso del PSOE al Gobierno, que la nueva administración autonómica debía basarse en la reducción de las otras ya existentes, lo que habría de implicar una reducción sustancial de ministerios. 




			Otro andaluz como él, Felipe González, alza la voz estos días para defender la desaparición de las diputaciones provinciales, treinta años después de que se constatara que el traspaso de competencias debía basarse en un adelgazamiento progresivo de los órganos periféricos de la Administración central. Lo importante, aseguraba entonces el profesor Clavero, es que todo el proceso se lleve a cabo de una manera ordenada, rigurosa, programada y también austera, impidiendo la creación de órganos innecesarios y suprimiendo los que hayan quedado superfluos, tanto a nivel nacional como provincial. Qué cercana queda esta receta a la denuncia hecha en tiempos recientes por el expresidente José María Aznar en el sentido de que España no puede competir con 17 comunidades autónomas que aspiran a ser miniestados. 




			En su partido, hay muchos que le recuerdan a Aznar, a sus espaldas y en voz baja, que fue él quien quitó a la Guardia Civil de tráfico de las carreteras catalanas y también quien transfirió a las comunidades autónomas el grueso de las competencias de sanidad y educación. Desde las esferas socialistas también surgen no pocos reproches y acusaciones de incoherencia contra Aznar. No hace mucho, el profesor Gregorio Peces Barba, uno de los padres de la Constitución, admitía que la ocurrencia del expresidente del PP de compartir las competencias judiciales con las comunidades autónomas no se les pasó por la imaginación a quienes elaboraron la Carta Magna de 1978. Ni siquiera pensaron que eso fuera posible, porque sostenían que el único poder que debía ser general y total era el judicial y que las dimensiones de reparto con las comunidades autónomas deberían limitarse al legislativo y al ejecutivo. Lástima que Zapatero no haya llevado la experiencia y la sabiduría de Peces Barba al ámbito institucional. La última oportunidad la tuvo hace pocos meses para comprometerle con la alcaldía de Madrid, y el presidente no la aprovechó. 




			Incoherencias las ha habido de todos los tamaños y colores. Me viene a la cabeza, por ejemplo, otra que deriva de las reflexiones periódicas que sobre el Estado de las autonomías suele hacer, en tono bastante crítico, el presidente de la Comisión Constitucional del Congreso, Alfonso Guerra, peluquero del Estatuto catalán y, al mismo tiempo, uno de los principales jaleadores de sus excesos. En los meandros mediáticos de su influencia se ha llegado a proponer, incluso, la suspensión de las autonomías y hasta la formación de un Gabinete de emergencia nacional que tendría como misión primordial la reducción del dispendio autonómico y la lucha contra el déficit público. En la revista Temas del pasado mes de febrero, el economista Manuel Muela incluía un artículo cuyo contenido ahorra cualquier comentario. 




			



			 




			Ninguno de los defensores del derecho a la autonomía de las regiones —que se reguló por vez primera en la Constitución de la República española de 1931— podría respaldar y justificar la actual situación en la que las comunidades autónomas se han convertido en la práctica en contrapoderes estatales, con vicios agudos de clientelismo y con escaso sentido de la solidaridad. 




			



			 




			Después de defender la formación de un Gabinete de gestión con el aval del Parlamento, Muelas se pronuncia a favor de que se le encargue un plan nacional para sanear la economía, restaurar la confianza interna y externa e iniciar la apertura de un proceso de revisión constitucional. Mientras tanto, añade, este Gobierno  




			



			 




			aprobará una ley orgánica que permita recuperar para el poder central la mayoría de las competencias transferidas, suspendiendo los organismos e instituciones autonómicas que las ejercen en la actualidad. Se ganaría eficacia y se produciría una disminución inmediata de gastos en beneficio de una reducción significativa del déficit público. En su caso, el Tribunal Constitucional resolverá sobre la constitucionalidad de dicha ley, que, repito, sería transitoria hasta que culminara la revisión constitucional. 




			



			 




			Esto de soplar y sorber al mismo tiempo siempre se le dio bien al que fuera número dos de Felipe González. De cualquier modo, estos planteamientos que emergen en su entorno ideológico dinamitan todos los argumentos con los que el PSOE instala solamente en el campo conservador la supuesta pretensión de poner la moviola en la construcción del Estado de las autonomías y comenzar un proceso de devolución de competencias a la Administración central. En la izquierda ideológica parece que también se da este debate, en ocasiones con un lenguaje y unas soluciones excepcionales que recuerdan a las que algunos entonaron en los momentos más delicados de la Transición española. Pero es bueno, en cualquier caso, que desaparezcan las caretas y caigan los disfraces. 




			Los consejos bastante más racionales de Manuel Clavero, poco tiempo después del primer acceso del PSOE al poder, partían de unos antecedentes marcados por la existencia de dos organizaciones parapúblicas que producían importantes gastos a nivel de todo el país, como habían sido el Movimiento y la Organización Sindical. Lo lógico, pues, era encauzar las nuevas instituciones autonómicas con la previsión suficiente de gastos, pero también con las lógicas limitaciones para el erario público. Como veremos más adelante, estas recetas solo se han cumplido en una pequeña parte, sin desplegar todas las potencialidades que podrían haberse esperado para mejorar el nivel y la calidad de vida de los ciudadanos. 




			



			 




			No hace falta hacer grandes proyecciones para medir el sobrecoste que durante todos los años de vacas gordas hemos soportado desde la nube que nos hacía creer, como a los islandeses, que éramos ciudadanos ricos y vivíamos en el mejor de los mundos. Basta con fijarse, insisto, en los michelines que han decidido quitarse de encima algunas comunidades autónomas para calcular lo bien que le habría ido a los españoles si la mayoría de estas instituciones se hubieran impuesto desde el principio unas fronteras razonables para la expansión del gasto público. Han sido tantos sus excesos, que este año se verán obligadas a recurrir a un endeudamiento extra que oscila entre los 25.000 y los 30.000 millones de euros, en unas condiciones adversas que les llevarán a pagar intereses que pueden llegar a rozar, si se incluyen las comisiones bancarias, el 7%. Cataluña es uno de los ejemplos claros de ello. El panorama se agrava si partimos de que las administraciones regionales están ya endeudadas en un volumen superior a los 115.000 millones de euros. 
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